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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por el gerente de la entidad accionada, contra la sentencia de tutela proferida el dieciséis  (16) de febrero de dos mil seis (2006) por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta por la ciudadana CONSUELO ECHEVERRY BOTERO, donde aparece como demandada la E.P.S. Seguro Social.

2.- DEMANDA 

Señala la accionante, que por parte del ortopedista del Seguro Social desde el mes de junio del año 2005 le fue ordenada una cirugía para implantarle una prótesis de cadera, la cual no ha suministrado la entidad, según respuesta de los funcionarios, por no existir presupuesto. Requiere la misma por cuanto padece dolores muy fuertes y la no realización de la intervención le dificulta caminar por el efecto que se produce en su sistema óseo, al estarse hundiendo el hueso de su pierna. Agregó que no cuenta con los recursos económicos suficientes para sufragar el costo del procedimiento.

3.- FALLO 

El señor Juez Quinto Penal del Circuito de la ciudad, en su rol de Juez Constitucional estimó que la E.P.S. Seguro Social  había vulnerado los  derechos de la accionante. 

Para llegar a tal conclusión, se fundamentó en  jurisprudencia constitucional que avala la procedencia de la acción de tutela cuando, como en este caso, se ve afectado el derecho a la salud, y es tomado como garantía de otras prerrogativas, como la vida o la dignidad humana. Así, la actora requería de manera urgente el suministro de la prótesis de cadera para la práctica de la intervención quirúrgica que le fue ordenada por su médico tratante y por consiguiente, era deber de ese Despacho intervenir para proteger sus garantías fundamentales, dado que no estaba en riesgo solamente la salud, sino también, su calidad de vida.

Sobre la petición de vinculación al trámite de la E.S.E. RITA ARANGO ÁLVAREZ DEL PINO, hecha por el Seguro Social, conceptuó el fallador que la entidad demandada no podía desentenderse de la obligación que le correspondía con argumentos que delegan la responsabilidad en otras entidades, sino que debía exigirle a la respectiva clínica que realizara lo pertinente o, de lo contrario, utilizar los mecanismos de ley para hacer cumplir el contrato aducido. No eran los usuarios quienes debían afrontar los perjuicios que ocasiona el desorden existente dentro del Seguro Social. 

4.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Seguro Social, solicita en el escrito mediante el cual sustenta su disenso con el fallo proferido, que se les otorgue un plazo prudencial para la práctica del reemplazo ordenado, ante la necesidad de recurrir a la contratación directa administrativa de conformidad con la Ley 80 de 1993 y sus demás decretos reglamentarios, pues por ser un procedimiento de tan frecuente demanda se les hace imposible su programación en un período menor a treinta (30) días, debido a que son sólo dos (2) los médicos que practican dicha cirugía.

De otro lado, sigue insistiendo tal como lo hizo al descorrer el traslado de la demanda, en la vinculación de la E.S.E. RITA ARANGO ÁLVAREZ DEL PINO en vista de que el ISS no tiene la capacidad de programar tal cirugía y ya cumplió con la obligación que le correspondía desde el veintiocho (28) de julio de dos mil cinco (2005), cuando autorizó la cirugía y es precisamente la E.S.E la que dispone de los médicos y las clínicas. Solicita además, que se tengan en cuenta por parte de la judicatura los oficios por medio de los cuales manifiestan que es imposible para la E.P.S Estatal programar una cirugía.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el representante de la entidad accionada contra el fallo proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

Sobre los argumentos presentados por la entidad accionada al presentar la impugnación, debe necesariamente decir la Sala que no pueden ser de recibo por lo siguiente:

El procedimiento que requiere la accionante, está dentro del giro normal de las actividades que de manera cotidiana debe garantizar el Seguro Social respecto de sus afiliados y usuarios, a tal punto que es la misma entidad la que reconoce que esa cirugía de reemplazo de cadera es de frecuente demanda. En ese entendido, es obligación de la entidad demandada realizar las gestiones administrativas previas tendientes a garantizar la efectiva prestación de los servicios que sus pacientes requieren, sin que sea posible anteponer los trámites administrativos no realizados en su debido momento, frente a los padecimientos de las personas que acuden en procura de obtener una solución a sus problemas de salud.

Por demás, desde mucho tiempo atrás la E.P.S. ISS tenía conocimiento de la orden médica que exigía el suministro de la prótesis de cadera que requiere la actora, así como la cirugía respectiva para su implantación. No otro entendimiento se puede dar a lo manifestado por el representante legal de la entidad accionada cuando sostiene al pronunciarse sobre la pretensión de la accionante y ahora, al impugnar, que desde el veintiocho (28) de julio de dos mil cinco (2005) había autorizado y remitido la orden para la cirugía de cadera a la Clínica Pío XII. En esas condiciones, no se ve afortunado que sólo a la hora de ahora se pretenda agotar un trámite administrativo que estaba obligada a realizar desde el mismo momento en que tuvo conocimiento de la prescripción médica. Así las cosas, deviene que el término concedido para el cumplimiento del fallo, es prudente y se compadece con los sufrimientos que ha debido soportar la paciente, en especial, porque no puede pasar desapercibido que ella afirma estar sintiendo dolores a raíz de la enfermedad que la aqueja, los cuales ningún ser humano está obligado a tolerar, al ser prolongados de manera injustificada e innecesaria por la falta de diligencia y consideración en que ha incurrido el Seguro Social.

En el otro aspecto tocado en el recurso, la Sala estima que no es procedente la vinculación de la E.S.E. RITA ARANGO ALVAREZ DEL PINO, tal como en su momento acertadamente lo conceptuó el señor Juez de primera instancia, toda vez que tal entidad no tiene una relación directa con la atención que por obligación corresponde coordinar y prestar a la E.P.S. donde está afiliada la actora. No se puede olvidar que tal como se ha manifestado en reiteradas ocasiones la E.P.S. Seguro Social y la E.S.E. mencionada son entidades completamente independientes y autónomas; por tanto, la relación que se genera respecto de la atención de los pacientes afiliados al Seguro Social, es una de índole estrictamente contractual entre las partes (E.P.S y usuario), sin que sea posible que ahora la actora también tenga que cargar no sólo con la demora para la autorización de su tratamiento, sino que además, deba esperar a una programación por parte de otra entidad, con la cual no tiene ninguna relación.

Si el Seguro Social, observa que el servicio que le presta la entidad contratada, no satisface sus expectativas, es situación que debe resolver de manera directa con ese centro asistencial, pero la falta de coordinación que se observa, no puede servir de excusa para que una vez más se le dé largas al asunto del suministro de la prótesis y práctica de la cirugía que requiere la señora CONSUELO ECHEVERRI  BOTERO.

Finalmente, es criterio ya definido de la Sala que es obligación de todos los funcionarios falladores de tutela en primera instancia, verificar el cumplimiento de las órdenes dadas por intermedio de este excepcional mecanismo, dado que por tratarse del amparo de un derecho fundamental, la interposición del recurso no exonera del acatamiento inmediato de lo decidido en el fallo, tal como lo disponen los artículos 27 y 31 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela.

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por el señor Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE



VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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